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Pensiones y estratificación  
social en América Central 

y las Antillas Mayores
Pensions and social stratification in Central America  

and the Greater Antilles 

Aída Díaz-Tendero Bollain*

Resumen: El objetivo de este artículo es aplicar el enfoque de la Economía Política del Enve-
jecimiento al estudio de la (in) seguridad económica de las personas mayores en América 
Central y las Antillas Mayores, el cual considera indicadores como tipo de régimen de bienes-
tar, articulación de la política social a partir de la asistencia y seguridad sociales, cobertura, 
sistemas de pensiones contributivas y no contributivas a una muestra de nueve países de la 
subregión (Costa Rica, Cuba, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, Nicaragua, Panamá, 
República Dominicana). El hallazgo es que la subregión presenta una gran heterogeneidad 
respecto del tipo de Estado y régimen de bienestar, y su consiguiente efecto en la seguridad 
económica de las personas mayores.

Palabras clave: Economía Política del Envejecimiento, América Central y el Caribe, Estado, 
Régimen de bienestar, Pensiones.

Abstract: The paper aims at applying the Political Economy of Aging approach to the study 
of the economic (in) security of the elderly in Central America and the Greater Antilles. This 
approach studies the role of the State in the reproduction, attenuation or accentuation of 
inequities that affect older people. Indicators from Political economy such as: kind of welfare 
regime, articulation of social policy based on assistance and social security, coverage, con-
tributory and non-contributory pension systems were applied to a sample of nine countries 
of the area (Costa Rica, Cuba, El Salvador, Guatemala, Haiti, Honduras, Nicaragua, Panama 
and Dominican Republic). The subregion presents a great heterogeneity of kinds of state and 
welfare regimes and its consequent effect on the economic security of the elderly.

Key words: Political Economy of Aging, Central America and the Caribbean, State, Welfare 
regime, Pensions.
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Nota preliminar

La subregión de América Central y las Antillas Mayores se encuentra in-
mersa en un proceso de envejecimiento de la población, derivado de la 
transición demográfica. El fenómeno regional y global del envejecimiento 
se manifestará con creciente rotundidad en la primera mitad del siglo xxi, 
y los países de la subregión no son la excepción. Si bien esta investigación 
no se detiene en los aspectos demográficos1 del envejecimiento, se ha 
considerado útil incluir una mínima información sobre el envejecimiento 
presente y esperado en los países que se estudiarán desde la perspectiva 
de la Economía Política del Envejecimiento.

Cuadro 1: Porcentaje de la población de 60 años y más en nueve países  
de la subregión en 2015, 2030 y 2050

Países 2015 2030 2050

Costa Rica 12.9 20.8 30.8
Cuba 19.4 31 37.2

Salvador 10.7 14.7 23.4
Guatemala 6.2 8.6 17.3

Haití 7 9.6 17.4
Honduras 6.7 10.7 20.8
Nicaragua 7.8 12.4 22.6
Panamá 10.9 16.1 23

República Dominicana 9.7 14.2 20.3

Cuadro de elaboración propia con base en cepal2 (2016).

1	 Para una revisión comparada de los procesos de la transición demográfica en los di-
ferentes países de la subregión desde la perspectiva de la vulnerabilidad demográfica 
cfr. Aída Díaz-Tendero, “Envejecimiento de la población en América Central y Antillas 
Mayores desde el enfoque de la vulnerabilidad demográfica”, en Revista Mexicana 
del Caribe, nueva época, núm. 22, julio-diciembre de 2016, pp. 24-49.

2	 Comisión Económica para América Latina y el Caribe, Observatorio Demográfico 
2016. Proyecciones de población, Santiago de Chile, cepal, 2016.
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Con base en la clasificación realizada por la cepal3 en 2004, que con-
sidera que un país presenta envejecimiento avanzado cuando el porcen-
taje de personas de sesenta años y más, es superior a 10, envejecimiento 
moderado avanzado, de 8 a 10%, envejecimiento moderado de 6 a 8%, y 
envejecimiento incipiente, menos de 6%, la subregión se comporta de la 
siguiente manera. En 2015, cuatro países presentan ya un envejecimiento 
avanzado (Costa Rica, Cuba, El Salvador y Panamá); un país tiene envejeci-
miento moderado avanzado (República Dominicana); y cuatro países per-
tenecen al grupo de envejecimiento moderado (Guatemala, Haití, Hondu-
ras y Nicaragua). En 2030, esto es, en trece años más, siete de los nueve 
países de la muestra manifestarán un envejecimiento avanzado, mientras 
que Guatemala y Haití tendrán un envejecimiento moderado avanzado. Es 
notable también que Cuba está mucho más envejecido que los demás paí-
ses, y en segundo lugar, Costa Rica, que también destaca por su grado de 
envejecimiento, si bien, como muestra el cuadro 1, se espera que en los 
próximos treinta y tres años se duplique o incluso triplique la proporción 
de personas mayores4 sobre el total de la población en todos los países de 
la muestra.

3	 Comisión Económica para América Latina y el Caribe, Población, envejecimiento y 
desarrollo, Trigésimo Periodo de Sesiones de la cepal, San Juan, Puerto Rico, 20 de 
junio al 2 de julio, 2004.

4	 El consenso internacional generado por las organizaciones internacionales del siste-
ma de Naciones Unidas, particularmente la Organización Panamericana de la Salud 
(ops), ha establecido los 60 años de edad como límite etario inferior para el grupo de 
personas adultas mayores. En general, en los países más desarrollados se establece 
a partir de 65 años y en los países menos desarrollados a partir de los 60 años ( Juan 
Antonio Salmerón et al., Vejez, mujer y educación. Un enfoque cualitativo de tra-
bajo socioeducativo, Madrid, Dykinson, 2014).  La mayor parte de los países de la 
región de América Latina y el Caribe comparten el criterio de los 60 años, salvo Costa 
Rica y Ecuador.
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Introducción

La Economía Política del Envejecimiento es uno de los enfoques 
de mayor vigencia en la gerontología actual5 y vincula ésta con la 
sociología —concretamente con las teorías de estratificación so-
cial en torno a las dimensiones de clase, género y raza/etnia—, así 

como con la teoría del Estado. En ese sentido, se aplicará este enfoque 
al tema de la seguridad o inseguridad económica proporcionada por el 
Estado a los ciudadanos al llegar a la vejez.

Para una visión completa de la seguridad económica de las personas 
mayores es necesario complementar la perspectiva de la Economía Polí-
tica del Envejecimiento, que estudia la estructura a nivel macro, con las 
dimensiones meso y micro que intervienen en el estatus socioeconómico 
de persona mayor, esto es la familia, la comunidad, y el individuo mayor 
por sí mismo, mediante la generación de su propio ahorro o a través del 
trabajo remunerado desempeñado en la vejez. Las variadas transferencias 
que tienen lugar en el seno familiar entre las generaciones, siguen relacio-
nes ascendentes y descendentes: el grupo etario de las personas mayores 
es receptor y donador, doble condición que comparte el grupo en edad 
productiva y que ha sido ampliamente estudiado por la línea de investi-
gación en redes y transferencias, perteneciente a la sociodemografía.6 Sin 
embargo, en este estudio se privilegia la condición de la persona mayor 
como receptor de dichas transferencias económicas, y no de todas ellas, 
sino de las que proceden del Estado, las denominadas transferencias for-
males o pensiones, que se derivan de las contribuciones realizadas a los 
sistemas de seguridad social durante la edad productiva.

5	 Vern L. Bengtson et al., Handbook of Theories of Aging, Nueva York, Springer, 2009.
6	 Las academias mexicana y latinoamericana han sido muy prolíficas en clasificar los tipos 

de transferencias según la procedencia, la forma, la base jurídica o no de las mismas, la 
dirección, entre otros criterios taxonómicos. Para una revisión de todas estas clasifica-
ciones, cfr. Aída Díaz-Tendero, La teoría de la economía política del envejecimiento. 
Un nuevo enfoque para la gerontologia social en México, Tijuana, El Colegio de la 
Frontera Norte, 2016.



Pensiones y estratificación social en América Central y las Antillas Mayores

199(México 2017/2): 195-22665

La economía política del envejecimiento

Algunas de las premisas de este enfoque son las siguientes: se traslada el 
núcleo de la investigación gerontológica de la capacidad individual para 
adaptarse al envejecimiento al estudio de los procesos sociales que deter-
minan la distribución de los recursos;7 los recursos de las personas mayo-
res, e incluso la trayectoria del propio proceso de envejecimiento, están 
condicionados por la posición de la persona mayor en la estructura social 
y los factores económicos y sociales;8 las instituciones socioeconómicas 
generan efectos en los individuos a lo largo del ciclo vital y en la etapa de 
la tercera edad;9 y las políticas públicas de ingreso, salud, cuidados de largo 
plazo y servicios sociales reflejan y acentúan las “oportunidades vitales”10 
en función de la ubicación social del individuo dentro de las estructuras 
de clase y estatus.11

El Estado organiza las relaciones de clase, género y raza/etnia a través 
del Estado de Bienestar u otras formas de Estado social cuyas políticas son 
el resultado de las luchas sociales (entre el Estado, el capital y el trabajo) y 
las relaciones dominantes de poder de un momento histórico determina-
do generadas a partir de las contradicciones del capital y de las crisis que 
provocan.12

7	 Vern L. Bengtson et al., “Theory, Explanation, and a Third Generation of Theoretical 
development in Social Gerontology”, en Journal of Gerontology: Series B, Psycho
Logical Sciences and Social Sciences, vol. 52, núm. 2,1997, S72-S88.

8	 Meredith Minkler y Carroll L. Estes, Critical Gerontology: Perspectives from Political 
and Moral Economy, Amityville, Nueva York, Baywood, 1999.

9	 Jill Quadagno y Jennifer Reid, “The Political Economy Perspective in Aging”, en 
Vern L. Bengtson y Warner Schaie [eds.], Handbook of theories of aging, Nueva York, 
Springer, 1999.

10	 Concepto weberiano que se refiere al “conjunto factible a que los individuos se en-
frentan, de las opciones que encuentran cuando deciden qué hacer”. Esther Raya, 
Políticas sociales y ciudadanía: la condición social de las personas demandantes 
de prestaciones sociales en la Comunidad Autónoma del País Vasco, Vitoria-Gas-
teiz, Servicio Central de Publicaciones del Gobierno Vasco, 2002, p. 37.

11	  Carroll L. Estes, “Critical Gerontology and the New Political Economy of Aging”, en 
Minkler y Estes, op. cit.

12	 Carroll L. Estes et al., Social Policy and Aging: a Critical Perspective, Thousand 
Oaks, Sage Publications Inc., 2001.



Aída Díaz-Tendero Bollain

200 (México 2017/2): 195-226 65

Un Estado será más social cuando “reconoce a sus ciudadanos menos 
favorecidos el derecho a obrar, en el marco de la ley, contra un Estado desi
gual del que el Estado mismo forma parte”.13 Coincide la doctrina en que pa- 
ra medir la dimensión social del Estado es preciso cuantificar hasta qué 
punto se redistribuye la renta, se garantiza la igualdad de oportunidades 
y se extienden los derechos sociales a toda la población, lo cual se realiza a 
través de la política social.

El tipo de Estado social, tipo de Estado de Bienestar14 o tipo de régi-
men de bienestar (concepto este último que se utiliza para los Estados 
latinoamericanos) configura el estatus de ciudadanía de los individuos. A 
mayor universalidad de un régimen de bienestar, mayor estatus de ciuda-
danía de los individuos de una sociedad y menor peso de las dimensiones 
de la estratificación como la clase, género y raza/etnia en la generación de 
inequidades.

Esencialmente, la Economía Política del Envejecimiento ha sido la pio-
nera en responder a la pregunta de cuál es el papel del Estado en la situa-
ción de las personas mayores en general, y de su situación socioeconómica 
en particular.15

El estatus económico de las personas mayores 
derivado de la dimensión de clase

En un entendimiento neoweberiano de clase, como una de las dimensio-
nes que incide en el estatus, la Economía Política del Envejecimiento subra-
ya el papel jugado por la clase social anterior al retiro en la determinación 
de la situación en la vejez, así como el rol que sigue desempeñando la clase 
en las personas mayores que trabajan. Por esta razón, se considera que se 
debe seguir investigando la relación entre el Estado y la clase en relación 
con el envejecimiento.16 En general, esta perspectiva coincide en que la ex-

13	 Alain Touraine, ¿Qué es la democracia?, Madrid, Temas de Hoy, 1994, p. 89.
14	 Gosta Esping-Andersen, The Three Worlds of Welfare Capitalism, Cambridge, Polity 

Press, 1990.
15	 Estes, op. cit.
16	 Minkler y Estes, op. cit.
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periencia individual de envejecer y la naturaleza de las relaciones etarias 
cambian tanto según la clase social que es preciso analizar unificadamente 
edad y clase.17

La clase social anterior al retiro es determinante en la situación que 
se tendrá en la vejez.18 Los quintiles19 de ingreso superior tienen ocasión 
de acumular bienes durante su vida, lo que les permiten disponer de re-
cursos al llegar a la vejez. Asimismo, los quintiles de mayor ingreso han 
tenido a lo largo de su vida laboral mayor acceso a trabajos formales y de 
remuneración media o alta, lo que les lleva a cotizar durante más años y en 
mayor cuantía, lo cual redunda en una mayor pensión en la vejez. Por otra 
parte, los quintiles de ingreso inferior padecen una mayor informalidad 
laboral, y por lo tanto muchas veces no se acumula el número de años 
de cotización mínima que se requiere para ser acreedor a una pensión 
—“retirados sin retiro”—,20 y en el caso de que sí se logre, el monto es en 
ocasiones inferior a la cantidad que permite una vida digna. Como conse
cuencia, las personas mayores de los quintiles de ingreso inferior están 
subrepresentados en la seguridad social21 o simplemente, excluidos de la 
misma.

17	 James J. Dowd, Stratification Among the Aged, Monterey, California, Brooks/Cole, 
1999, pp. 21 y 22.

18	 Minkler y Estes, op. cit.
19	 Pueden utilizarse los quintiles de ingreso (y/o los quintiles de consumo, entre otros) 

como indicadores de la clase, a reserva de las más complejas conceptualizaciones de 
clase aplicada a las personas adultas mayores realizadas por los Ehrenreichs (Barbara 
Ehrenreich y John Ehrenreich, J., “The professional managerial class”, en Pat Walker, 
Between Labor and Capita, Boston, South End Press, 1979 y E. O. Wright, “Análisis 
de clase”, en Julio Carabaña, Desigualdad y clases sociales, Madrid, Visor/Fundación 
Argentaria, 1995.

20	 Paula Dressel et al., “Gender, Race, Class, and Aging: Advances and Opportunities”, 
en Minkler y Estes, op. cit.

21	 Cierta corriente académica latinoamericana y europea distingue entre seguridad so-
cial y seguro social. Es decir, la seguridad social es el todo y las partes son el seguro 
social y la asistencia social. Para otra corriente académica, el Estado social es el todo, 
y la seguridad y asistencia sociales son las partes, esta última composición es la que 
se sigue en este artículo.
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El estatus económico de las personas mayores 
derivado de la dimensión de género

Según Carroll Estes22 el género es una dimensión generadora de desigual-
dades en la vejez en —al menos— cuatro sentidos: en primer lugar, las 
pensiones y las prestaciones sociales están vinculadas al trabajo asalaria-
do, el cual tiene un sesgo de género per se; en segundo lugar, el trabajo 
reproductivo no remunerado, desempeñado mayoritariamente por las 
mujeres, no se reconoce como trabajo y por tanto no genera derechos 
de prestaciones sociales en la vejez; en tercer lugar, el estatus familiar se 
conceptualiza de forma permanente en vez de transitoria, cuando un nú-
mero creciente de mujeres que entran a la tercera edad lo hacen en un 
estado civil determinado (casada, soltera, divorciada, viuda) que cambia a 
lo largo de los años en los que se avanza de la tercera a la cuarta edad; en 
cuarto lugar y derivado de los tres aspectos anteriores, la mujer mayor de-
pende del componente asistencialista del Estado en mayor medida que el 
hombre mayor, o lo que es lo mismo, está excluida de la seguridad social.

Respecto al primer sentido, o estatus derivado del trabajo remunera-
do realizado en la etapa anterior al retiro, el acceso al trabajo está condi-
cionado por el género de varias formas. Por una parte, las mujeres tienen 
más dificultades para acceder a puestos de trabajo de alto nivel, por el 
llamado “techo de cristal”23 —denunciado desde la línea liberal del femi-
nismo—,24 así como a trabajos formales de tiempo completo, debido a la 
demanda que ejerce sobre ellas el cuidado del hogar, de los hijos y/o de las 
personas mayores a su cargo. Asimismo, reciben muchas veces un menor 
sueldo que los hombres por el mismo trabajo. Las mujeres se concentran 
en trabajos de menor nivel, de tiempo parcial, y con frecuencia fuera de 
la formalidad, redundando las tres características en menores pensiones 

22	 Estes, op. cit.
23	 Término acuñado por Hymowitz y Schellhardt en un artículo publicado el 24 de mar-

zo de 1986 en el Wall Street Journal para referirse a los obstáculos que enfrentan las 
mujeres que ejercen o aspiran a ejercer altos cargos. Se ha extendido su uso también 
a las dificultades enfrentadas por minorías étnicas, de orientación sexual, etcétera.

24	 George Ritzer, Teoría sociológica contemporánea, Madrid, MacGrawHill, 1993.
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y prestaciones sociales en la vejez. Por su parte, el trabajo remunerado 
realizado por las mujeres mayores arroja un resultado similar: trabajos en 
la esfera informal, con baja remuneración y de tiempo parcial.25

El segundo sentido deriva de que la concepción sobre el valor del tra-
bajo relega el cuidado y otras formas de actividad “productiva” a un esta-
tus secundario. La línea del feminismo del bienestar26 lucha por el recono-
cimiento material de las contribuciones no remuneradas que son llevadas 
a cabo mayoritariamente por las mujeres, como por ejemplo, el derecho a 
una retribución a cambio del cuidado de familiares dependientes.

El tercer sentido tiene que ver con ciertas presunciones sobre el ciclo 
de vida normal o esperado, que dan lugar a mayores o mejores prestaciones 
sociales en la vejez para los sectores que cumplen con este modelo y casti-
gan a los individuos que se alejan del mismo. La premisa central es que el 
receptor principal de las prestaciones y beneficios sociales es un hombre 
trabajador del sector secundario que cumple el papel de único proveedor 
del ingreso familiar, acompañado de una mujer dedicada al hogar, que ha de-
jado de trabajar, una vez casada, para dedicarse a la familia, primeramente 
a la crianza de los hijos y posteriormente al cuidado de las personas ma-
yores. El curso vital ideal es el trabajo continuado desde que se termina 
la escolaridad hasta el retiro. Ahora bien, los verdaderos beneficiarios del 
cumplimiento a cabalidad de este modelo son los hombres proveedores, 
ya que la mujer que queda viuda —y ha seguido este modelo— recibe 
generalmente una pensión menor por ser derecho dependiente a la que 
recibe el hombre derechohabiente. Respecto a las mujeres que están fuera  
de este modelo “tradicional” y que constituyen un número creciente 
(divorciadas, solteras, separadas), la situación que presentan es incluso 

25	 Martha Holstein, “Women and productive aging: Troubling implications”, en Minkler 
y Estes, op. cit.

26	 Ritzer, op. cit.
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menos favorable27 y aumenta considerablemente su probabilidad de expe-
rimentar una situación económica precaria en la vejez.28

El cuarto sentido en el que se diferencia la mujer mayor es en su ma-
yor dependencia del componente asistencialista del Estado. El hecho de 
que las mujeres vivan más que los hombres significa que dependen de las 
prestaciones o beneficios estatales en materia de salud y de ingreso por 
más tiempo. A la sazón, es imprescindible mencionar que las mujeres suman 
la mayor parte de la población mayor, fenómeno que Angela O’Rand y la 
National Academy on Ageing denominaron en 1994 “la feminización del 
envejecimiento” y que tiene lugar en todos los países del mundo.29

Debido a las razones antes expuestas, las mujeres mayores están con-
centradas de manera desproporcionada en la categoría de receptoras de 
asistencia social (dicho de otro modo, excluidas de la Seguridad Social), 
mientras que los hombres están concentrados en la categoría de presta-
ciones o beneficios sociales de Seguridad Social que les ofrece un contra-
to de trabajo. Es importante destacar que la dimensión de género se añade 
a la de clase en la generación y multiplicación de inequidades y es por esta 
razón que género y clase deben estudiarse conjuntamente.

El estatus económico de las personas mayores 
derivado de la dimensión de raza/etnia

Es preciso referirse a dos salvedades antes de abordar este tema. En primer 
lugar, y en aras de no errar por causa de las generalizaciones, debe medirse 
el grado de variación étnico-cultural y racial de los países, en caso de que 

27	 Gillian Pascall, Social Policy: a Feminist Analysis, Nueva York, Tavistock, 1986; Ma-
donna Harrington Meyer, “Family Status and Poverty Among Older Women: the Gen-
dered Distribution of Retirement Income in the us”, en Social Problems, vol. 37, 
núm. 4, 1990, pp. 551-563.

28	 Edward Whitehouse, “How Poor are the Old? A Survey of Evidence from 44 Coun-
tries”, en Banco Mundial, World Bank Social Protection Discussion Paper Series, 
núm.17, Washington D.C., Unidad de Protección Social, 2000.

29	 United Nations, Population ageing 2002, Nueva York, Population Division/Depart-
ment of Economic and Social Affairs, 2002.
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dicha variación exista. En segundo lugar, debe mencionarse la salvedad30 
que alude a que la investigación sobre el envejecimiento de las minorías se 
centra mayoritariamente en sus déficits y patologías, mientras que se des-
cuidan los recursos y fortalezas culturales de las mismas. Como ejemplo, 
Robert Binstock y Linda George señalan la función desempeñada en las 
comunidades latinas de Estados Unidos por los sistemas de apoyo fami-
liar y comunitario, así como los niveles de involucramiento de las iglesias 
en el mejoramiento de la salud, tal y como se deriva de los enfoques que 
estudian otros aspectos del envejecimiento, como el enfoque de redes y 
transferencias al que se aludió en la introducción.

Una vez enunciadas estas aclaraciones, no se puede ocultar que las 
personas mayores pertenecientes a minorías están sobre representados 
entre los grupos de ingreso inferior.

La raza/etnia —en sociedades multirraciales y/o multiétnicas— condi-
ciona la situación socioeconómica del adulto mayor, por razones similares 
—en algunos aspectos— al primer sentido señalado líneas arriba sobre la 
dimensión de género, esto es, el hecho contundente de que los beneficios 
o pensiones y las prestaciones sociales recibidas en la vejez están condi-
cionadas por el trabajo asalariado realizado en la edad productiva, el cual 
tiene un sesgo de género y de raza/etnia. Este último está determinado 
por la discriminación racial presente en las oportunidades laborales a lo 
largo del ciclo vital. Asimismo, se rescata para la raza/etnia el cuarto sen-
tido, sobre la dimensión de género, en el siguiente tenor: la desventaja 
acumulativa de tipo económico y social que se va sumando a lo largo del 
ciclo vital, resulta en una mayor exclusión de la seguridad social, por parte 
de las personas mayores pertenecientes a minorías.31 Los procesos subya-
centes de desventaja acumulativa a lo largo del ciclo vital no sólo son el re-

30	 Robert H. Binstock y Linda K. George [eds.], Handbook of Aging and the Social 
Sciences, 5a ed., San Diego, California, Academic Press, 2001.

31	 John C. Henretta y Richard T. Campbell, “Status Attainment and Status Maintenance: 
a Study of Stratification in Old Age”, en American Sociological Review, vol. 41, núm. 
6, 1976, pp. 981-992 y Angela M. O’Rand, “The Cumulative Stratification of the Life 
Course”, en Robert H. Binstock y Linda K. George [eds.], Handbook of Aging and 
the Social Sciences, 4a ed., San Diego, California, Academic Press, 1996.
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sultado de patrones históricos de discriminación racial sino también de la 
institucionalización de dichos patrones en las disposiciones del Estado, en 
forma de racismo institucional. Utilizando el concepto de la transmisión 
inter generacional del riesgo, afirmará Gosta Esping-Andersen32 que aqué-
lla está determinada por el origen racial o étnico. Esto quiere decir que 
se deben estudiar conjuntamente la dimensión de clase, género y raza/
etnia, debido a que las inequidades desprendidas de estas dimensiones se 
potencian entre ellas, generando un efecto multiplicador.33

Las personas mayores desde un enfoque 
multidimensional

Es preciso establecer la necesidad de estudiar conjuntamente y de forma 
multidimensional las variables de edad, clase, género y raza/etnia. El resul-
tado no es la suma de aquéllos, sino que a veces éste es exponencial y con 
frecuencia producen experiencias y consecuencias cualitativa y cuantitati-
vamente diferentes.34

El estatus económico de las personas mayores está compuesto —al 
menos— por las siguientes dimensiones: la clase, el género, la raza/etnia, 
y el estatus de ciudadanía de la sociedad de la que se trate. Dicho estatus 
de ciudadanía viene dado por el tipo de Estado social, Estado de Bien-
estar, o en el caso de los países de América Latina y el Caribe, régimen 
de bienestar. En este sentido, el estatus de ciudadanía es solamente un 
componente, que atenúa en mayor o menor medida el impacto de los 
otros componentes.

32	 Esping-Andersen, op. cit. 
33	 Dressel, op. cit.
34	 Ibid.
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Aplicación de la tepe al caso de América  
Central y las Antillas Mayores

La tentativa “aplicación” del enfoque de la teoría de la Economía Política 
del Envejecimiento al caso de América Central y las Antillas Mayores en 
el tema de las inequidades de los sistemas de pensiones en la población 
mayor según clase, género y raza/etnia, hace necesario incorporar dos 
novedades, no presentes en la formulación original del enfoque: tipo de 
localidad y corporativismo.

El tipo de localidad (rural/urbano) ejerce una considerable influencia 
en las posibilidades de que un ciudadano de acceda a un trabajo formal 
permanente y por lo tanto a beneficios y prestaciones sociales en la vejez. La 
escasa proporción de trabajadores rurales derechohabientes en relación a 
la proporción de trabajadores urbanos derechohabientes es un fenómeno 
generalizado y globalizado.

El corporativismo es una dimensión que alude a la relación especial 
entre el Estado y ciertos ciudadanos, o para decirlo más adecuadamente, 
del Estado y de las corporaciones integradas por ciertos ciudadanos. Es 
una dimensión a partir de la cual el Estado reproduce y potencia las in-
equidades.

Estatus de clase de la subregión

La subregión se caracteriza por una gran desigualdad de los sistemas de 
seguridad social en relación con la clase, de tal suerte que los ciudadanos 
que se encuentran en los quintiles de ingreso más bajos están práctica-
mente excluidos.

En el siguiente gráfico (p. 208), se aprecia una rotunda desprotec-
ción en los quintiles inferiores en todos los países, frente a la moderada 
protección de los quintiles superiores en Guatemala y El Salvador, que es 
mucho mayor en los casos de Panamá, seguido de Costa Rica. En cuanto a 
las desigualdades dentro de la región, se hacen muy notorias al constatar 
que la protección del quintil I costarricense es superior a la protección de 
los quintiles V hondureño y dominicano.
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Gráfico 1: Cobertura a partir de la dimensión de clase, quintiles I y V,  
en siete países de la subregión
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Gráfico de elaboración propia con base en Rofman y Oliveri35 (2012).

Estatus de género en la subregión

La seguridad social ignoró en mayor o menor medida, según los casos de los 
diferentes países, la perspectiva de género al igual que no tuvo en cuenta las 
generaciones que por haber desarrollado su vida laboral antes del periodo 
en el que se estableció la obligatoriedad de los beneficios sociales, habían 
quedado excluidas de los mismos.36 La pensión se estipula en función del 
trabajo remunerado realizado por el titular en el sector formal y/o del tra-
bajo remunerado realizado en el sector formal por el cónyuge, además de 
otras pensiones por parentesco o invalidez. Por ende, desde la perspectiva 
de la recepción de pensiones por razón de titularidad, las inequidades de 
género comienzan desde la división sexual del trabajo que deviene en la 

35	 Rafael Rofman y María L. Oliveri, La cobertura de los sistemas previsionales en Amé-
rica Latina: conceptos e indicadores, Buenos Aires, Banco Mundial, 2012 (Serie de 
documentos de trabajo sobre políticas sociales, 7).

36	 Verónica Montes de Oca, “Desigualdad estructural entre la población anciana en Mé-
xico. Factores que han condicionado el apoyo institucional entre la población con 
60 años y más en México”, en Estudios Demográficos y Urbanos, núm. 48, 2001, pp. 
585-613.



Pensiones y estratificación social en América Central y las Antillas Mayores

209(México 2017/2): 195-22665

estratificación de la situación socioeconómica en la vejez. El rol desempe-
ñado por las mujeres en la reproducción social limita sus oportunidades 
de emplearse de forma remunerada y de formarse en el sistema educativo 
formal.37 Cuando sí trabajan de forma remunerada, lo hacen en puestos con 
sueldos bajos y poco valorados, que desembocan en inequidades de género 
en la vejez.38 Esta menor participación en el mercado de trabajo contrasta 
con su mayor participación en el sector informal.

Gráfico 2: Cobertura a partir de la dimensión de género, en seis países de la subregión.
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Gráfico de elaboración propia con base en Rofman y Oliveri (2012).

La diferencia de la cobertura a partir de la dimensión de género oscila 
entre una relación hombre/mujer 2 a 1 (El Salvador, República Dominica-
na) y una relación 3 a 2 (Panamá, Costa Rica y Guatemala), salvo en el caso 
de Honduras, donde a pesar de la bajísima cobertura la equidad de género 
es mayor.

37	 Robin I. Stone, R. I., “The Feminization of Poverty Among the Elderly”, en Women´s 
Studies Quarterly, vol. 17, núms. 1 y 2, 1989, pp. 20-34.

38	 Sandra Huenchuan, “Pobreza y redes de apoyo en la vejez. Acercamiento desde las 
diferencias de género”, en I Congreso de la Asociación Latinoamericana de Pobla-
ción (alap), Caxambú, Brasil, 18-20 de septiembre, 2004.
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Estatus de raza/etnia asociado al estatus  
de tipo de localidad en la subregión 

Las instituciones de seguridad social apoyaron los procesos de industriali-
zación y urbanización —a través de la protección del trabajador asalariado 
formal urbano— y marginaron el desarrollo rural —mediante la despro-
tección de los trabajadores del campo. En general, en la mayor parte de 
los países latinoamericanos los sistemas de pensiones se concentran prin
cipalmente en áreas urbanas.39

Los países con baja cobertura en la seguridad social concentran su 
protección especialmente en las áreas urbanas. Los sistemas de pensiones 
excluyen a los trabajadores del sector informal y a los trabajadores por 
cuenta propia como pequeños comerciantes y trabajadores agrícolas.40

Es conveniente valorar también la dimensión de raza/etnia, dado que 
es muy frecuente la doble condición de indígena o afrodescendiente y 
rural. Los indígenas y afrodescendientes se concentran en áreas cuyo nivel 
de urbanización es muy bajo, o dicho de otro modo, áreas muy rurales.41

Podría deducirse que ante a la inequidad derivada de la dimensión 
tipo de localidad, se añade la derivada de raza/etnia, aunque también po-
dría interpretarse que no es casualidad que las áreas en las que viven los 
indígenas y afrodescendientes sean las más desprotegidas y las que pade-
cen mayores índices de marginación.

Algunas de las dimensiones de la exclusión son también la exclusión 
jurídica —no los contemplan las disposiciones legales; la exclusión econó-

39	 María C. Gomes da Conceicao, “Envejecimiento, pobreza, familia”, en Congreso In-
ternacional de Avances en Gerontología, Instituto Nacional para las Personas Adul-
tas Mayores (Inapam), 3 a 5 de noviembre, 2005.

40	 José Miguel Guzmán, Envejecimiento y desarrollo en América Latina y el Caribe, 
Santiago de Chile, Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (Celade), 2002 
(Serie Población y Desarrollo).

41	 Sin embargo, cada vez hay más población indígena en las zonas urbanas, cfr. Comi-
sión Económica para América Latina y el Caribe, Los pueblos indígenas en América 
Latina. Avances en el último decenio y retos pendientes para la garantía de sus 
derechos, Santiago de Chile,  cepal, 2014.
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mica: no aportan a un fondo; la exclusión por estigma: son “campesinos”; 
y la exclusión social: no hay “costumbre”.42

A mayor heterogeneidad étnica, menor cobertura,43 tal y como lo 
muestran los casos de la mayor parte de los países de América Central. En 
palabras de Perry: 

Todo parece indicar que en América Latina las sociedades más heterogéneas 
han tolerado [han propiciado] mayores grados de exclusión social. De he-
cho, estudios recientes establecen que las diferencias raciales o étnicas están 
entre los factores más significativos en la exclusión social, entendida como 
el acceso desigual a una serie de servicios y oportunidades garantizados por 
los derechos a la educación, la salud, al trabajo, la participación política y los 
derechos civiles.44

En relación a la minoría criolla, no existen estudios que evidencien el 
diferente grado de cobertura.

Como se podrá observar en el siguiente gráfico (p. 212), la dimensión 
rural/urbano genera mayores inequidades aún que la dimensión de géne-
ro. Todos los países tienen una relación al menos de 3 a 1, salvo el caso 
costarricense.

42	 Guillermo Fajardo, “Experiencias comparadas en los sistemas de pensiones para 
campesinos”, en Revista CIESS, núm. 12, diciembre de 2006, pp. 39-53.

43	 Carlos Barba, “Los regímenes de bienestar latinoamericanos y la reforma social”, 
en Carlos Barba [coord.], Más allá de la pobreza. Regímenes de bienestar en Eu-
ropa, Asia y América, México, Universidad de Guadalajara/El Colegio de la Fron-
tera Norte, 2009.

44	 Guillermo Perry, “Prologue to Workshop Proceedings on Poverty and Social Exclu-
sion in Latin America”, en Estanislao Gacitía [ed.], Social Exclusion and Poverty 
Reduc	tion in Latina America and the Caribbean, Washington, Facultad Latinoa-
mericana de Ciencias Sociales (flacso)/Banco Mundial (bm), 2001, p. 10 citado en 
Barba, op. cit., p. 333.



Aída Díaz-Tendero Bollain

212 (México 2017/2): 195-226 65

Gráfico 3: Cobertura de pensiones a partir de la dimensión tipo  
de localidad, en siete países de la subregión
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Gráfico de elaboración propia con base en Rofman y Oliveri (2012).

Estatus de pertenencia a una corporación  
en la subregión

Si bien no está presente en la formulación original del enfoque, el corpo-
rativismo es una dimensión esencial en la relación Estado-ciudadano en 
los países de la muestra.

La principal observación que puede hacerse del siguiente gráfico (p. 213), 
es la altísima cobertura de las personas mayores que han trabajado en el 
sector público, que rebasa la proporción de 80 por ciento en todos los 
países. Costa Rica tiene una tasa de cobertura del sector privado de 66.3%, 
y Panamá de poco más de 43.14%. En los demás países solamente 1 de 
cada 4 ex trabajadores del sector privado tienen pensión.
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Gráfico 4: Cobertura por dimensión de corporativismo, en siete países de la subregión
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Gráfico de elaboración propia con base en Rofman y Oliveri (2012)

Estatus a partir del tipo de estado nacional  
o de régimen de bienestar45

El estatus económico de las personas mayores está condicionado por el 
tipo de régimen de bienestar, el alcance de las reformas privatizadoras y la 
existencia o no de pensiones no contributivas.

45	 Existe cierto consenso en torno a la utilización del concepto Estado de Bienestar para 
la tipología de Gosta Esping-Andersen, op. cit. sobre los Estados sociales en los países 
más desarrollados, y el empleo del concepto “régimen de bienestar” para las tipolo-
gías desarrolladas en la región de América Latina y el Caribe para clasificar los Estados 
sociales de esta región.
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Regímenes de bienestar en la subregión

Cuadro 2: Regímenes de bienestar en nueve países de la subregión  
según diferentes criterios taxonómicos 

Barba
(2003)

Martínez-
Franzoni
(2007)

Mesa-Lago
(1994)

(Mesa-Lago, 2009) PNC*
Grupos Reformas

CR Universalista Estatal-
proteccionista

Es una excepción: 
tardío (60-70) 

pero cobertura 
alta, nace 

unificado y casi 
universal

1 Mixto Las tiene y 
cubren rural y 

urbano 

Cu Universalista Es una excepción: 
tardío (60-70) 

pero cobertura 
alta. Estatista y 

universal.

1 Público, con 
reformas 

paramétricas

Gua Excluyente Familiarista Tardío (60-70) 
- bajo

3 Desde 2005 por 
comprobación 
de medios para 

65 y + 
Hai Excluyente Tardío (60-70) 

- bajo
3

Hon Excluyente Altamente 
familiarista

Tardío (60-70) - 
baja cobertura

3

Nic Excluyente Altamente 
familiarista

Tardío (60-70) - 
baja cobertura

Pan Estatal-
proteccionista

Intermedio 
(40.50) - 

intermedia 
cobertura

1 Mixto Desde 2009, 
para 70 y + 

que no tengan 
otra pensión

Sal Excluyente Familiarista Tardío (60-70) - 
baja cobertura

3 Sustitutivo Desde 2003, 
para 70 y +, 
en el medio 
rural y por 

comprobación 
de medios

RD Excluyente Tardío (60-70) - 
baja cobertura

3 Sustitutivo

* Pensiones no contributivas



Pensiones y estratificación social en América Central y las Antillas Mayores

215(México 2017/2): 195-22665

La elaboración de la tabla anterior (p. 214) se realizó con base en Barba46 
(2003), fnuap/hai47 (2012), Martínez-Franzoni48 (2007), Mesa-Lago49 (1994, 
2009), Rofman y Oliveri50 (2012), y Rossel51 (2012).

A partir del universo constituido por los regímenes de bienestar lati-
noamericanos, Carlos Barba52 propone la siguiente clasificación: regíme-
nes de bienestar universalistas, duales y excluyentes. Costa Rica pertenece 
al sistema universalista, mientras que la mayoría de los países de América 
Central se caracteriza por constituir regímenes excluyentes. Los regíme-
nes universalistas latinoamericanos: 

Se caracterizan comparativamente por contar con Estados muy activos en 
materia social, que impulsaron una expansión gradual y universalizante de 
los derechos sociales y articularon los sistemas de protección social con el 
mercado laboral formal y las organizaciones de clase obrera.53

Por su parte, los regímenes duales y excluyentes se distinguen por:

Un descenso de uno y dos escalones, respectivamente, en los indicadores 
considerados [se refiere a esperanza de vida al nacer, mortalidad infantil, 
analfabetismo e índices relativos de vida […], al igual que en los niveles de 
gasto social, de cobertura de Seguridad Social, de los servicios educativos y 

46	 Carlos Barba, El nuevo paradigma de bienestar residual y deslocalizado. Reforma 
de los regímenes de bienestar en la ocde, América Latina y México, 2003 (Tesis de 
doctorado, Universidad de Guadalajara).

47	 United Nations Population Fund (fnuap)/ Help Age International (hai), Ageing in the 
Twenty-First Century: A Celebration and A Challenge, Nueva York, unfpa/hai, 2012.

48	 Juliana Martínez-Franzoni, Regímenes de bienestar en América Latina, Madrid, Fun-
dación Carolina, 2007.

49	 Carmelo Mesa-Lago, Changing Social Security in Latin America: Towards allevia-
ting the costs of economic reform, Londres, Lyenne Rienner Publisher, 1994; Car-
melo Mesa-Lago, Efectos de la crisis global sobre la seguridad social de salud y 
pensiones en América Latina y el Caribe y recomendaciones de políticas, Santiago 
de Chile, cepal, 2009.

50	 Rofman y Oliveri, op. cit. 
51	 Cecilia Rossel, Protección social y pobreza rural en América Latina, Santiago de Chi-

le, Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (fao).
52	 Barba, op. cit.
53	 Ibid., pp. 338 y 339.
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de salud preventiva […]. Y también por un aumento gradual de la hetero-
geneidad etnocultural, del carácter regresivo de los sistemas de protección 
social y del grado de informalidad de los mercados laborales.54

Juliana Martínez-Franzoni55 divide los regímenes de bienestar de la 
región de América Latina y el Caribe en estatal-proteccionista, familiarista 
y altamente familiarista. Como su nombre indica, el tipo estatal-protec-
cionista ofrece cierta protección por parte del estado mientras que en 
el familiarista se concede a la familia toda la carga, constituyendo el caso 
extremo de desprotección estatal el tipo altamente familiarista.

La clasificación que realizó Carmelo Mesa-Lago56 en 1994 es la prime-
ra de todas sobre las taxonomías regionales. Sus categorías obedecían al 
tiempo cronológico en el que se establecieron, encontrando el autor una 
correlación entre la cobertura de los sistemas de pensiones y la década del 
siglo xx en que fueron establecidos. El grupo pionero-alto (al que perte-
necen países latinoamericanos como Uruguay, Argentina, Chile,57 Brasil, y 
ningún país de la subregión) fue el primero en establecer los sistemas de 
Seguridad Social en la región en los años veinte y treinta, y los sistemas 
pertenecientes a este grupo fueron aquéllos que alcanzaron una  mayor 
cobertura y desarrollo. El grupo intermedio en el que figura Panamá (y 
otros países latinoamericanos fuera de la subregión como México, Perú, 
Colombia, Bolivia, Ecuador y Venezuela) implementó sus programas prin-
cipalmente en las décadas de los cuarenta y cincuenta, y su cobertura era 
también intermedia. El grupo tardío-bajo en el que figuran República Do-
minicana, Guatemala, El Salvador, Nicaragua, Honduras y Haití fue el últi-
mo en introducir sus programas. En principio, existe una relación directa 
entre la edad de los sistemas y la cobertura, tal y como lo muestran datos 
de finales de la década de los ochenta y principios de la de los noventa,  

54	  Ibid., p. 340.
55	 Martínez-Franzoni, op. cit.
56	 Mesa-Lago, op. cit.
57	 Chile estableció su sistema de Seguridad Social en 1926. United Nations, World Eco-

nomic and Social Survey 2007. Development in an Aging World, Nueva York, De-
partment of Economic and Social Affairs, 2007.
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según los cuales la cobertura de pensiones en el grupo pionero-alto osci-
laba entre 73 y 87%; en el grupo intermedio entre 13 y 64%; y en el grupo 
tardío-bajo entre 9 y 27%. No obstante, el sistema costarricense, que per-
tenece al grupo tardío por implementarse en los años sesenta y setenta, 
nació unificado, alcanzando la cobertura casi universal; y el sistema cuba-
no configuró en ese mismo periodo un esquema de Seguridad Social de 
orientación estatista de carácter universal.58

La clasificación del mismo autor, publicada en 2009, considera múl-
tiples indicadores en el ámbito de la salud y la seguridad económica en 
la vejez, arrojando, a partir de los valores ostentados, tres conglomerados 
de países. Al grupo 1 pertenecen los regímenes que ofrecen mayor y más 
amplia cobertura, el grupo 2 ofrece un nivel intermedio y el 3 un nivel bajo.

Con base en estas clasificaciones en conjunto, que clasifican todas 
ellas en tres niveles los regímenes de bienestar y/o los sistemas de pensio-
nes de los países, dándoles diferente nombre, cada país de la subregión 
estudiada queda de la siguiente manera: Costa Rica está en el nivel de 
mayor protección según todas las clasificaciones: es universalista, esta-
tal-proteccionista y pertenece al grupo 1; nace tardíamente pero unifi-
cadamente y con cobertura prácticamente universal. Cuba también está 
clasificado siempre en el grupo de mayor universalidad —si bien Julia-
na Martínez-Franzoni no lo cataloga— siendo universalista, del grupo 1 y 
constituyendo la segunda excepción a la regla de la primera clasificación 
de Carmelo Mesa-Lago, dado que nace tardíamente pero con una cober-
tura estatista y universal. Panamá pertenece al grupo 1, de acuerdo con los 
criterios de la segunda clasificación de Carmelo Mesa-Lago59 y de Juliana 
Martínez-Franzoni, aunque en la década de los ochenta y principios de 
los noventa su cobertura era intermedia, lo que coloca a Panamá en el 
segundo nivel según la primera clasificación del autor cubano. Guatemala 
y El Salvador son dos países que se encuentran en el segundo nivel, de 
acuerdo a la clasificación de la autora uruguaya, quien los define como 
familiaristas; sin embargo, bajo los demás criterios ambos países son de 

58	 Mesa-Lago, op. cit. y Barba, op. cit.
59	 Mesa-Lago, op. cit.
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tercer nivel (excluyente, tardío-bajo, grupo 3). Haití, Honduras, Nicaragua 
y República Dominicana pertenecen al tercer nivel, según todos los crite-
rios taxonómicos (son excluyentes, altamente familiaristas, tardío-bajo y 
grupo 3).

A la luz de los gráficos (1 al 4) es muy claro el cumplimiento de la hipó-
tesis según la cual a mayor universalidad del régimen de bienestar, menor 
incidencia de las dimensiones de la estratificación como la clase, género, 
raza/etnia y/o tipo de localidad en la seguridad económica de las personas 
mayores. Costa Rica es el país de la subregión que tiene mayor cobertura 
de pensiones contributivas de las personas mayores que se encuentran en 
el quintil de ingreso inferior, de las que viven en una localidad rural y es el 
segundo país (después de Panamá) que más cubre a las mujeres mayores.

Reformas de los sistemas de pensiones  
en la subregión

En los países más desarrollados las privatizaciones de los sistemas de pen-
siones se han justificado por el incremento en la esperanza de vida, el rá
pido cambio en las estructuras demográficas, la falta de previsión y la cri-
sis financiera. A estos argumentos se han añadido, en el caso de algunos 
países de América Latina y de la subregión, el desvío de recursos a otras 
prestaciones de la Seguridad Social, el uso en fines ajenos al sistema, la 
mala administración, la corrupción y la concesión de altos beneficios para 
grupos especiales que cotizaron mínimamente o incluso no cotizaron.60

No obstante, la introducción del libreto neoliberal en materia de pen-
siones no ha sido homogénea en la subregión. Los países que bajo todos 
los criterios taxonómicos se encuentran en el primer nivel, han implemen-
tado un sistema mixto —casos de Costa Rica y Panamá— o han introduci-

60	 Roberto Ham, Necesidades apremiantes, riesgos económicos y obstáculos sociales 
en la recomposición de las pensiones de retiro en América Latina, un Expert Group 
Meeting on Social and Economic Implications of Changing Population Age Structu-
res, Ciudad de México, un Population Division-Consejo Nacional de Población (Co-
napo), 31 de agosto a 2 de septiembre, 2005.



Pensiones y estratificación social en América Central y las Antillas Mayores

219(México 2017/2): 195-22665

do reformas paramétricas a su sistema público —caso de Cuba—, esto es, 
no han optado por una privatización sustitutiva.

En cambio, los países del segundo y tercer nivel de los que se tiene in-
formación respecto a sus reformas (El Salvador y República Dominicana) 
han introducido privatizaciones que han sustituido los sistemas anteriores 
de beneficios definidos.

La ola privatizadora llega cuando muchos países en desarrollo aún no 
han logrado un mínimo estatus de ciudadanía social, lo que traducido al 
lenguaje de la seguridad económica de las personas mayores, significa que 
permanecen excluidas grandes proporciones de este grupo etario.

Pensiones no contributivas

El otro indicador que termina de completar la fotografía sobre el papel 
jugado por el Estado en la seguridad económica de la población mayor 
es la existencia o no de pensiones no contributivas. Estas pensiones no se 
derivan de las contribuciones a la Seguridad Social realizadas por el des-
empeño de un trabajo en el sector formal, y por lo tanto compensan las 
inequidades desprendidas de las dimensiones de la estratificación que 
dificultan el acceso al trabajo formal y por tanto al sistema de pensiones 
contributivas.

Los países del primer nivel cuentan con este tipo de pensiones tanto 
para el tipo de localidad urbana como rural (Costa Rica) y desde el año 
2009 para las personas de setenta años y más que no tengan pensión (Pa-
namá). Asimismo, países pertenecientes al tercer nivel, según la mayor 
parte de las categorizaciones, pero pertenecientes al segundo nivel según 
Juliana Martínez-Franzoni, como Guatemala y El Salvador, las han introdu-
cido también. En el caso guatemalteco, desde 2005, y por comprobación 
de medios61 para las personas de sesenta y cinco años y más; y en el caso 

61	 Traducción consensuada de means test. Los beneficiarios dejan de ser elegibles en 
cuanto cruzan la línea de pobreza.
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salvadoreño, desde 2003, para personas de setenta años y más, también 
por comprobación de medios y enfocado en el tipo de localidad rural.

Entre sus puntos favorables se menciona que garantiza una cobertura 
prácticamente completa de la población sin recursos62 y que incide en 
todas las inequidades desprendidas de las dimensiones de clase, género, 
raza/etnia y tipo de localidad.

Conclusiones

En general, los regímenes de bienestar de la subregión acentúan la des-
igualdad y marginan a amplios sectores de la población mayor, compro-
bándose la premisa básica de la Economía Política del Envejecimiento, 
según la cual las personas mayores no siempre son más pobres que otros 
grupos etarios —puesto que intervienen otros mecanismos de la esfera 
privada, como el ahorro personal y las transferencias por parte de los des-
cendientes, entre otros— pero en el ámbito de las acciones y sistemas, 
ejercidas e implementados, respectivamente, por el Estado, se reprodu-
cen e incluso acentúan las inequidades derivadas de las dimensiones de 
la estratificación.

La subregión se caracteriza por la exclusión, salvo los casos de Costa 
Rica, Panamá y Cuba. Dicha exclusión se agudiza a partir de las dimensio-
nes de clase, género y tipo de localidad. En este sentido, el peor panorama 

62	 Sobre las pensiones no contributivas en la región véanse respectivamente: Fabio 
Bertranou, “Reformas a los sistemas de jubilaciones y pensiones en América Latina: 
paradigmas y temas emergentes”, en Revista Seguridad Social, núm. 250, agosto 
de 2004, pp. 11-22; y Fabio Bertranou, “Restricciones, problemas y dilemas de la 
protección social en América Latina: enfrentando los desafíos del envejecimiento 
y la seguridad de los ingresos”, en Bienestar y política social, vol. 1, núm. 1, 2005, 
pp. 35-58. Asimismo, la literatura internacional ha reconocido las virtudes de la uni-
versalidad tal y como lo ilustran las publicaciones señaladas por John Scott, “Hacia 
la universalidad de la Seguridad Social en México”, en Roberto Ham et al. [coords.], 
Evaluación y tendencias de los sistemas de pensiones en México, México, El Colegio 
de la Frontera Norte/Instituto de Investigaciones Económicas-Universidad Nacional 
Autónoma de México/Miguel Ángel Porrúa, 2008.
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en términos de la seguridad económica proporcionada por el Estado es el 
que le espera a la mujer mayor de clase baja que vive en el ámbito rural. 
El mejor panorama es el que le espera al hombre mayor que laboró como 
funcionario público o trabajador de una corporación estatal.

A mayor universalidad del régimen de bienestar, menores desigualda-
des generan las dimensiones de la estratificación (como ocurre en los casos 
de Costa Rica, Cuba y hasta cierto punto Panamá), mientras que en cuanto 
más excluyente es el régimen, mayor incidencia tienen las dimensiones 
citadas en la generación de inequidades, como puede observarse en los 
regímenes excluyentes (la mayor parte de los países de la subregión).

La aplicación del enfoque de la Economía Política del Envejecimiento 
a la subregión muestra en primer lugar su potencial para el estudio de 
las personas mayores por las características siguientes: primeramente, el 
alto grado de estratificación y el déficit de ciudadanía presentes en varios 
países. En segundo lugar, el papel jugado por los regímenes de bienestar 
excluyentes en la generación y perpetuación de dicha estratificación ame-
rita el estudio de las dinámicas y mecanismos establecidos para provocar, 
ahondar y/o prolongar las inequidades. En tercer lugar, el uso explícito 
que este enfoque hace de las dimensiones de clase, género, raza/etnia, es 
imprescindible para América Central y las Antillas Mayores, añadiendo las 
de tipo de localidad y corporativismo.
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